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La  l ibertad vig i lada postpen itenc iar ia  (en adelante LV) ,  aquel la  que se impone en 

sentencia  para su  cumplimiento poster ior  a  una pena pr ivat iva de l ibertad,  es 

introduc ida  en nuestro Cód igo  Penal ,  a  través de una de sus numerosas  reforma s,  por  

la  Ley  Orgán ica 5/2010,  de 22  de jun io,  que entra en  vigor  e l  22  de d ic iembre de ese  

año.  

Las medidas  de LV impuestas  a  no imputables,  las  concurrentes  con penas no  

pr ivat ivas de l ibertad (como la  multa  o  los t rabajos en benefic io  de la  comunidad),  y  

aquel las  que coinciden  con una pena  de pr i s ión  suspend i da  s in  que e l  penado l legue 

a  ingresar  en el  s i stema penitenciar io,  obviamente no t ienen  la  cons iderac ión de 

l ibertad vig i lada postpenitenc iar ia .  

E l  Tí tu lo  IV del  L ibro Pr imero  del  Código Pena l  queda  reordenado con esta  nueva 

medida de seguridad,  la  cua l  s e inserta  en e l  régimen general ,  aunque no de forma 

tan natural  como se a f i rma en el  Preámbulo  de la  LO 5/2010 ,  dado que produce una 

ruptura de la  dual idad  que operaba hasta ese momento en el  s i stema penal :  pena  

para  imputables,  medida de segur idad  para  no  imputables ,  dua l idad que proteg ía  

contra el  r iesgo de doble imposic ión de sanciones  para cast igar  un mismo hecho  

del ic t ivo .  

En efecto,  la  nueva f igura resul ta  apl icab le cuando la  pel igrosidad  de la  persona que 

cometió  e l  del i to  der iva ,  no del  estado patológico que hub iera determinado su fa l ta  

de imputab i l idad p lena,  s ino del  t ipo del ic t ivo a l  que se a justa  la  in fracc ión  concreta .  

A lo  que se añade que e l  Juez  o  Tr ibuna l  debe  imponer en la  sentencia  la  LV ,  para su  

cumpl imiento  poster ior  a  la  pr i s ión,  siempre que as í  lo  d isponga de manera expresa 

e l  Código.   

La  imposic ión de pr i s ión  +  LV,  de modo precept ivo  para e l  Sentenciador ,  se  ext iende 

a  los condenados a  pena de pr i s ión por del i tos contra la  l ibertad sexua l  y  de l i tos de 

terror i smo,  con una sola  excepc ión :  cuando se trate de un solo  del i to  menos grave,  

cometido por  un  del incuente  pr imar io,  la  ap l icac ión  de la  LV es  optat iva  para e l  

Juzgador.  
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Otros del i tos suscept ib les de ser  sancionados  con p r i s ión + LV,  s i  b ien de manera 

facultat iva para e l  Sentenciador,  son los de homicid io  y  sus formas,  les iones,  mal trato 

habitual …  

A  fecha  17-10-22 se contabi l izan 530 LV’s act ivas y  196 en bajas  por  d i ferentes  

mot ivos.  En las f iguras podemos apreciar  la  evoluc ión  de casos  regist rados durante 

el  per iodo de v igencia .  

E l  número de penados que cumplen condena en nuestros centros peni tenciar ios  a  17-

10-22 y  t ienen además una LV complementar ia  es de 3 521,  dato que si rve de  

indicador  p ara  est ima r  el  volumen de la  gest ión  que han a frontar  los técnicos de 

Inst ituciones Pen itenc iar ias ,  en los próx imos meses .   

Como contrapart ida a  la  expans ión punit iva  que impl ica  la  concurrenc ia  de pr is ión y  

medida de seguridad,  por  la  que e l  su jeto ve prolongad o su sometimiento a l  s i stema 

pena l  t ras  sa ldar  la  pena pr inc ipa l ,  cabe resal tar  la  f lex ib i l idad  del  procedimiento ,  

que permite a l  Sentenciador ,  l legado el  momento en que ha de decid ir  s i  se ejecuta  

o  no la  LV ,  contradec ir  lo  resuelto en sentencia ,  en  e l  supuesto de que el  pronóst ico 

de comportamiento futuro del  condenado revele la  ausenc ia  de probabi l idad  de 

comis ión del ict iva.  

La  valoración técn ica de la  pe l igros idad  del  su jeto  que se real i za  en las fechas 

próx imas a l  l i cenc iamiento defin it ivo  (y  también durante la  ejec uc ión  de la  LV  con 

una frecuenc ia  mínima anual ) ,  deviene a s í  una actuación procesal  c lave.  De las  dos 

c ircunstanc ias que just i f ican legalmente la  ap l icación de las  medidas de seguridad,  la  

pr imera  (el  cr imen cometido)  es inamovible  sa lvo prescr ipc ión ,  mientras que el  

pronóst ico de comportamiento  es modi f icab le  por  efecto de d iversas cont ingencias:  

encarcelamiento ,  edad  b iológ ica,  tratamiento pen itenciar io ,  avatares de la s 

cond ic iones sociofami l iares ,  d isponibi l idad  de empleo  u  ot ros medios  l íc i tos de 

subs istenc ia,  enfermedad,  etc.   

Ha de tenerse en cuenta que e l  in forme técn ico de evolución e laborado por la  Junta  

de Tratamiento  del  centro peni tenc iar io  desde el  que será excarce lado e l  penado 

estará sometido a  contradicción  en  el  trámite  de audiencia  del  somet ido,  as í  como 

del  Min ister io  F i sca l  y  resto de las partes .  Este trámite es previo  a  la  reso luc ión ,  por  

parte del  Sentenciador ,  de la  propuesta  del  Juzgado de V ig i lanc ia  pen itenciar ia  sobre  

el  mantenimiento  o cese de la  LV impuesta en sentencia ,  resolución que concreta  las 

medidas a  observar  por  el  condenado en e l  caso  de que se decida la  prosecución  del  

proced imiento .   
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Dicho  lo  que antecede,  quedar ía  def in ida la  LV  como una  medida  de  segur idad  no  

pr ivat iva de l ibertad ,  que se  concreta en  una serie  de l imitac iones  (obl igac iones y/o  

proh ibic iones)  a  que se  somete a l  condenado durante un t iempo var iab le ,  tendentes  

tanto a  la  protecc ión de las v íc t imas como a la  rehabi l i tac ión y  re inserc ión del  p rop io  

infractor .  E l  cumplimiento por e l  condenado  de las obl igac iones y  prohib ic iones 

concretas  a  que ha de someterse ,  cuyo catá logo se  expone en el  ar t ícu lo  106.1 del 

Cód igo  Pena l ,  queda  bajo contro l  judic ia l .   

Mientras que el  índice  de prohib ic iones y  deberes a  cuyo cumplimiento e l  Juez  o  

Tr ibuna l  puede cond ic ionar  la  suspens ión de la  ejecuc ión de la  pena  pr ivat iva de 

l ibertad es  ab iert o  (art ícu lo  83.1  del  Código  Penal) ,  pudiendo a ñadi r  el  Sentenciador  

otros  deberes que est ime conven ientes para  la  rehabi l i tación  soc ia l  del  penado,  e l  

inventar io  de medidas  de LV es cerrado.  Incluye c inco obl igaciones y  seis  

prohib ic iones.  La  mayor ía  de las medidas están  encaminadas a  reforzar  la  segurida d 

c iudadana,  mediante el  control  de la  ub icac ión del  asegurado ( l imitando su l ibertad  

c ircu lator ia ) ,  la  rest r icc ión de su  act ividad ,  y  la  interd icción de su  acercamiento a  la  

víct ima o a  ambientes  cr iminógenos.  Tan  só lo  dos  medidas  de las  once pos ib les 

contr ibuyen  a  la  rehabi l i tación  del  in fractor :  los programas encaminados a  la 

adquisic ión de competencias ,  y  e l  t ratamiento  o  contro l  per iód ico de la  sa lud,  s i  b ien 

en ambos casos con  carácter  obl igator io .  Precisamente,  este carácter  coact ivo  podría  

restar les  ef icac ia ,  a  lo  que hay que añadir  las  dudas  que genera  la  imposic ión  de un 

tratamiento médico forzoso  a  personas con sus facul tades cogn it ivas conservadas .  

Aunque la  redacc ión del  art ícu lo  106.1 del  Código  Pena l  es en  general  precisa,  la  

medida de la  let ra  i ) ,  por  su  índo le de prohib ic ión de desempeño de act iv idades que  

fac i l i ten la  comis ión  del ict iva,  se  presta  espec ia lmente a  conten idos  d iversos 

proc l ives a  incurr ir  en arbit rar iedad.   

Destacamos que e l  compromiso del  cumpl imiento,  a l  t ra tarse de medidas no  

pr ivat ivas de l ibertad,  recae sobre e l  propio condenado,  qu ien inc luso en el  caso de 

portar  d isposit ivos de local ización puede deambular  a  su  voluntad a l  no estar  cercado 

por barreras  arquitectónicas .    

E l lo  impl ica,  por  una  parte ,  una intervenc ión  menos intensa de las administ rac iones  

públ icas  a  quienes competa e l  segu imiento  (y  de la  Administración penitenc iar ia  en  

lo  que profes iona lmente nos atañe) ,  y  por  ot ra ,  la  neces idad  de prever  mecan ismos 

ági les  de  gest ión  de los  incumplimientos.  Cuando el  penado no as iste  a l  programa de 

tratamiento  ordenado,  a lgunos  órganos judic ia les  lo  sust ituyen  por el  control  

te lemático .  S i  los incumplimientos se repiten  o son  graves,  revelando  una voluntad  
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de insumis ión,  e l  Juez  deducirá  test imonio por presunto del i to  de quebrantamiento  

del  art ícu lo  468 del  Cód igo Pena l .   

A nuestro ju ic io,  no cabe apl icar  a  la  LV el  modelo  de e jecución  de las penas  pr ivat ivas 

de l ibertad ,  de naturaleza custod ia l  en las forma s de cumpl imiento en 

estab lec imientos  penitenciar ios ,  y  tutelar  en la  l ibertad  condic ional .  Por  el  contrar io,  

en  la  LV  incumb e al  vig i lado ,  por  s í  o  con e l  asesoramiento de su  abogado,  la  in ic iat iva  

en la  búsqueda de los  recursos púb l icos de zona,  que como c iudadano l ibre le 

correspondan ,  para atender  a  lo  requer ido  por  el  Juzgado :  personac iones en  

Comisar ías de pol ic ía  o  cuarteles de la  Guardia  C ivi l ,  sedes de Juzgados o  

emplazamientos administ rat ivos que se le indiquen,  comunicac iones con los órganos 

judic ia les ,  y  asi stenc ia  a  centros  de sa lud ,  CAD’s ,  ent idades  que impartan 

programas. . .  Se t rata  de una fórmula que combina la  autonomía personal  con la  

ex igencia  de responsabi l idad .  

Habitualmente,  las sentenc ias que cast igan del i tos graves con pr i s ión +  LV incluyen  

también como pena  accesoria  la  prohib ic ión  de aprox imación  a  la  v íc t ima,  su  

domic i l io ,  lugar  de t rabajo y  ot ros que f recuente,  y  de comunicación con aquél la ,  por  

t iempo que puede exceder  hasta  d iez  años  a  la  durac ión  de la  pena  de pr is ión .  Puesto 

que el  contenido  de dos de las once medidas  de LV  es idént ico a l  de la  pena pr ivat iva  

de derechos c itada,  se p lantea  a  los operadores  que interv ienen en la  concrec ión de 

la  LV e l  d i lema de si  ap l icar  o  no la  pena accesor ia  y  la  medida de seguridad  de forma 

coincidente y ,  en caso  af i rmat ivo,  la  a lternat iva  de apl icar  la  medida de forma 

simultánea con o suces iva a  la  accesoria  de a lejamiento .  La  opción del  cumplimiento 

suces ivo  d e penas  y  medidas de  a lejamiento resu lta  la  más  favorable  a  la  protección 

de las víct imas,  s i  las v ías de reparac ión a  través de progra mas de just ic ia  restaurat iva  

no se hub ieran intentado o resultaran fa l l idas .  Por  otra  parte,  el  cumplimiento 

s imultáneo de pena y  medida podría  vulnerar  e l  pr incip io  non b is  in  ídem.  

Como señalamos más arr iba,  e l  procedimiento  de la  LV  destaca por su  p last ic idad ,  a l  

permit i r  modi f icaciones del  fa l lo  de la  sentenc ia ,  tanto en el  momento de precisar  e l  

conten ido de las medidas a  ap l icar ,  como después durante su  ejecuc ión,  con una  

per iod ic idad  mín ima anual .  S i  se nos permite un sími l  con  la  pena  de pr i s ión,  que se  

puede cumpl ir  paradój icamente en l ibertad,  la  sentencia  de LV  también se  cumple  

cuando e l  Sentenciador  dec ide a lzar la ,  aunque parezca contrad ictor io .  Téngase en 

cuenta que entre la  fecha de la  sentencia  y  la  del  l i cenc iamiento de la  pr i s ión  pueden 

mediar  años.  Cuando fa l la ,  e l  Sentenciador  se guía  por  una est imación  de pel igrosidad  

cr imina l  ex ante que dimana del  hecho del ict ivo ,  por  lo  que en  puridad su 

pronunciamiento  no debe ir  más a l lá  de indicar  la  duración  máx ima de la  LV ,  s i  

considera  que e l  encarcelamiento y  el  t ratamiento penitenciar io  serán efect ivos ,  es 
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dec ir ,  contr ibu irán a  hacer  del  interno  una  persona con  la  intención  de respetar  la  

ley  penal .  

Suponer nulas las consecuenc ias del  cast igo ,  inf l ig ido a  personas im putables ( luego  

capaces de as imi lar  aprend izajes ) ,  cuest iona  e l  tratamiento indiv idua l i zado ,  p iedra 

angu lar  de nuestro s i stema pen itenciar io .   

E l  in forme técnico sobre la  evo lución  del  penado,  que e leva la  Junta de Tratamiento  

a l  Juzgado de V ig i lanc ia  penitenciar ia  t res meses antes del  l i cenc iamiento defin it ivo 

(art ícu lo  23 del  RD 840/2011) ,  no es otro que e l  del  ar t ícu lo  67  de la  Ley  Pen itenciar ia ,  

donde se mani f iestan  los resu ltados del  tratamiento y  un pronóst ico de 

comportamiento futuro  del  su jeto en l ibertad .  Lo que se espera de los técn icos 

pen itenc iar ios es una respuesta c lara  a  la  pregunta de s i  subsiste la  pe l igrosidad de 

la  persona  tras la  pr is ión y ,  en  caso  a f i rmativo,  en  qué grado.  En  los  instrumentos  de 

pred icción,  la  probabi l idad  de comis ión  de nuevos del i tos  puede formularse 

numér icamente como una razón  entre  casos posi t ivos  y  casos  pos ib les ,  o  reseñarse 

como un  mero ju ic io  c l ín ico :  a lta ,  media,  o  ba ja .   

Al  anal izar  las der ivadas de los pronóst icos ,  las consecuenc ias de las pred icciones  

fa l l idas pueden  resu ltar  nefastas  s i  el  vat ic in io  fue  d e re inserción  (del incuenc ia  

incontro lad a),  e  inocuas s i  lo  fue de reincidencia  ( fa l sas a larmas) .  E l lo  expl ica  las 

cautelas con que se manif iestan  las Juntas de Tratamiento a  la  hora de emit ir  sus 

informes.   

Las predicc iones pueden ser  certeras o  erróneas ,  y  su  invest igación  por medio de 

estud ios long itud ina les de segu imiento de excarcelados a  uno,  c inco,  o  d iez  años ,  

aportar ía  datos confiab les  sobre  su  va l idez  y  f iabi l idad .   

En todo caso,  parece contrad ictor io  sostener la  presencia  de pel igr os idad en penados 

que han progresado a l  cuarto grado o a lcanzado  modal idades del  régimen abierto .  La 

est imac ión de pel igrosidad latente en estos supuestos p odría  s i tuar  a l  penado en una 

pos ic ión  de ret roceso  que contravendría  e l  p r incip io  de ind ividual ización c ient í f ica ,  

en tanto que habría  de soportar  durante la  ejecuc ión de la  LV condic iones de 

cumpl imiento  más gravosas que las de la  pr i s ión .   

En un procedimiento en el  que e l  ro l  de cada  operador está  tasado  ( los técnicos 

pen itenc iar ios in forman,  los  Juzgados de Vigi lancia  penitenciar ia  formulan 

propuestas,  y  los Jueces y  Tr ibunales sentenciadores resuelven ),  los eventua les  

errores en  los  pronóst icos  f ina les  ser ían objeto  de anál i s i s  c ient í f i co,  pero no  

precedentes  de ex igencia  de responsab i l idad  a  los  técnicos .  La  eventua l  reincidencia  
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en el  del i to  podrá atr ibuirse a poster iori  a d iversos factores,  pero en n ingún caso a l  

er ror  en  la  predicc ión .  

E l  Juzgado de V ig i lanc ia  pen itenc iar ia  só lo  interv iene en  e l  p roced imiento de LV ’ s  que 

deben ejecutarse después del  cumplimiento  de una pena pr ivat iva de l ibertad ,  lo  que 

obl iga  a  su  inhib ic ión  en otros supuestos.  En  la  gest ión  d iar ia  vemos cómo Juzgados  

o  Tr ibuna les  sentenc iadores requieren  de la  Admin istrac ión pen itenc iar ia  la  

ejecuc ión de LV ’ s  no postpenitenciar ias ,  lo  que ha puesto de manif iesto  un vacío  

normat ivo sobre la  competencia  en  mater ia  de ejecuc ión de la  LV.   

Según  la  normat iva legal  vigente,  e l  ámbito  de actuación  de la  Administ ra c ión  

pen itenc iar ia  se c i rcunscr ibe  a  la  custodia  de detenidos y  presos,  la  asi stenc ia  a  

l iberados,  y  la  ejecuc ión  de penas  y  medida s pena les pr ivat ivas de l ibertad :  pr is ión 

permanente revisab le,  pr i s ión,  loca l i zac ión permanente,  responsabi l idad persona l  

subs id iar ia  por  impago  de multa ,  e  internamiento  en establec imiento o un idad  

ps iquiátr icos .   

La  Orden de Servic io  5/2021 ,  de l  Di rector  General  de E jecución Pena l  y  Rei nserc ión  

Soc ia l ,  admite excepc ionalmente que la  Administ rac ión pen itenciar ia  part ic ipe en e l  

segu imiento de la  LV ,  mediante 1)  la  insta lac ión  de d isposit ivos  de control  

te lemático ,  y  2)  impart ic ión  de programas especí f i cos  de  t ratamiento ;  y  e l lo  deb ido 

a  la  exper ienc ia  acumulada y  d isponib i l idad  de medios en  ambas mater ias ,  que se 

apl ican h istór icamente en los centros penitenciar ios .   

¿Qu ién se  encarga de ver i f icar  e l  cumplimiento  de las nueve medidas  restantes?  E l  

ro l  corresponde a l  Juzgado de Vigi lanc ia  peni tenciar ia ,  quien t iene que t ransmit i r  a l  

Sentenc iador,  con una per iod ic idad mínima anual ,  una propuesta de mantenimiento  

o modi f icación de la  LV .  Para el lo  podrá recabar  la  co laboración de los profes iona les 

que asistan  a l  somet ido ,  o  de las  Administ raciones Púb l icas competentes :  serv ic ios 

de sa lud comunitar ios  (UCA,  CAD ,  sa lud menta l) ,  Fuerzas y  Cuerpos de Seguridad del  

Estado (po l ic ía  nac ional ,  guardia  c iv i l ,  po l ic ías autonómicas,  pol ic ías locales) ,  

ent idades colaboradoras  (GREC,  IRES,  Alcohó l icos Anón imos,  etc . ) .  Así  lo  hacen los  

Juzgados  de Vigi lancia  peni tenc iar ia  de  Madr id  (número 2) ,  Murcia ,  I l les Balears,  que 

ext ienden Di l igenc ias de Ordenación  detal lando quién  y  cómo ejecuta cada  medida ,  

inc luyendo organis mos administrat ivos autonómicos .   

Algunos Jueces y  Tr ibunales ,  en búsqueda de agentes  ejecutores,  han pretendido  

hacer  una regla  de la  excepc ión,  demandando de los Centros de Inserc ión Socia l  y/o  

de los Serv ic ios de Gest ión de Penas y  Medidas Alternat ivas  también la  ejecuc ión de 

LV ’ s  no  postpen itenciar ias .  La  Secretar ía  Genera l  de  Inst ituc iones Peni tenc iar ias  
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defiende la  devoluc ión de estos  requer imientos ,  a rgumentando la  fa lta  de 

competenc ia  lega l .  A este razonamiento se añaden dos más :  

-  Parece c laro que la  inh ib ic ión del  Juzgado de V igi lanc ia  penitenciar ia ,  órgano 

judic ia l  c reado ad hoc  para corregi r  los eventua les abusos y  desviaciones que 

en el  cumplimiento de los preceptos  del  rég imen penitenciar io  pud ieran  

producirse,  l leva aparejada la  abstenc ión de la  Admin istración peni tenc iar ia ,  

pues en caso contrar io  los derechos de los penados ante eventuales 

actuaciones arbit rar ias de la  Admin istración quedarían  s in  sa lvaguarda.   

-  Por  ot ra  parte,  la  imposib i l idad  de in formar  sobre la  evolución del  penado 

durante un internamiento que no se ha producido ,  fuerza  a l  Juez  o  Tr ibunal  

sentenciador a  recurr i r  a  ot ras Admin istrac iones o  profes iona les para que le 

informen sobre la  s i tuación  actual  del  condenado,  su  grado  de rehab i l i tac ión 

y  su  pronóst ico .  Pero ¿a  qué Admin ist rac iones y  a  qué profes iona les?  Ninguna 

norma lo  c lar i f i ca .  

La  sentencia  del  Tr ibuna l  Supremo 768/2014  resuelve la  cuest ión de s i  puede omit ir se  

o  no en sentenc ia  la  medida de LV como complemento de la  pena de pr i s ión ,  aun en 

los casos en que lo  d isponga expresamente el  Cód igo ,  cuando la  ejecuc ión de la  

pr i s ión es  suscept ib le  de  suspensión .  Puesto  que la  suspensión ord inar ia  puede 

cond ic ionarse  a l  cumplimiento de reglas de conducta  ( las del  ar t ícu lo  83 del  Código  

Penal ) ,  s imi lares a  las medidas LV ,  en pr incip io  parecer ía  razonable la  inut i l idad de 

una LV adic ional ,  cuya f inal idad de control  de la  eventual  pe l igros idad del  penado  

quedaría  absorb ida por ese ot ro  inst ituto jur íd ico ,  de naturaleza  dogmát ica 

d iferente,  pero  de contenido equivalente .   

E l  Tr ibuna l  Supremo est ima el  recurso  de casac ión por infracc ión de ley ,  interpuesto 

por el  Minister io  F i scal ,  contra la  sentencia  de la  Aud ienc ia  de Barce lona,  que impone 

pr i s ión a  un del incuente sexua l ,  pero prescinde de la  LV complementar ia .  Del  

argumentar io  destacamos las s igu ientes man ifestaciones :   

-  El  pr incip io  de legal idad obl iga a  imponer la  LV complementar ia ,  a los  

condenados a  pri s ión,  no a los que la  cumplan .   

-  La suspensión de condena no deja  de ser  una forma de cumplimiento,  en tanto 

que una forma sust i tut iva de la  ejecución .  

-  Al  leg is lador  no  le  repugna  una  sucesión de medidas LV ,  seña lando el  Código 

que,  s i  se imponen  a  un mismo penado por d iversos del i tos var ias medidas 

que por su  conten ido no puedan cumpl irse s imultáneamente,  lo  harán de 

forma suces iva.  Por  consigu iente,  no  puede considerarse extravagante una LV  
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subsecuente a  una suspensión  de condena,  s in  perju ic io  de que pueda  

poster iormente reduci rse o  cancelarse su  ejecuc ión.  

-  Si  la  suspe nsión de condena se revela  como suf ic iente para conjurar  la  

pel igrosidad y  la  LV  poster ior  deviene innecesar ia ,  el  órgano judic ia l  podrá  

dejar la  s in  efecto ,  pero  habrá de esperarse a  contar  con datos actua l i zados  

que favorezcan e l  acier to en  la  dec is ión ,  es dec ir ,  la  resolución aguardará a l  

f in  del  p lazo  suspensor io.   

Son  s in  embargo f recuentes los  requer imientos de Jueces  y  Tr ibunales  sentenciadores  

que instan  de las un idades per i fér icas  de la  Secretar ía  Genera l  de Inst ituciones 

Pen itenciar ia  el  cumplim iento de LV’s  impuestas  junto  a  penas  de pr i s ión 

suspend idas,  inc luso s in  esperar  el  f in  del  p lazo de suspens ión.   

 

CONCLUSIONES.  -  

La  int roducc ión de la  LV postpenitenciar ia  en nuestro Código Pena l  rompe la  dual idad  

del  s i stema de penas y  medidas  de segur idad que operaba  hasta el  momento ,  

obl igando a  Jueces y  Tr ibunales a  imponer  pena  de pr i s ión  más medida de seguridad 

a  su jeto s imputab les  que hayan cometido del i tos contra la  l ibertad sexual  y  del i tos 

de terror i smo.  

En el  momento de imponer sentencia,  se considera pel igrosos a  los  del incuentes  

sexuales y  a  los terror i stas ,  por  imperat ivo lega l ,  de forma apr ior í st ica .  

En la  fecha previa  a l  l icenc iamiento defin it ivo de la  pena de pr i s ión ,  se procede a  un  

anál is i s  indiv idua l  y  real  de la  pe l igros idad ,  a  resul tas del  cual  e l  Sentenc iador 

dec id irá  s i  se  cumple o  no la  LV  y ,  en caso  af irmat ivo,  med iante qué medidas 

concretas .    

Esta  operac ión  se rep ite con  una  frecuencia  mínima anua l ,  hasta  que la  LV  f ina l i za  

por  cese ant ic ipado o cumpl imiento  de la  durac ión que se f i jó  en sentencia .   

E l  modelo de e jecución  de la  LV  es d ist into  a l  de ejecuc ión  de penas  pr ivat ivas de 

l ibertad,  e  inc luye t res agentes  pr imordia les :  

-  El  Sentenc iador como órgano jud ic ia l  que toma decis iones sobre las  medidas 

concreta s  a  cumpl ir ,  y  su  mantenimiento,  modif icac ión y  cese dentro  de la  

durac ión máx ima impuesta  e n sentenc ia.  

-  El  Juzgado  de Vigi lancia  pen itenc iar ia  como a utor idad  jud ic ia l  que coord ina e 

impulsa e l  proced imiento ,  ordenando las  d i l igenc ias necesar ias tanto 
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directamente a l  condenado como a  l os profesionales y  Administ raciones 

públ icas  que le at iendan.  

-  El  prop io condenado a  quien corresponde atender los requerimientos y  

c itac iones que se le ordenen .  

La  Administ ración pen i tenciar ia  sólo  puede in terven ir  en el  p roced imiento de LV 

cuando lo  haga el  Juzgado de V ig i lanc ia  pen itenciar ia ,  mediante  tres operaciones:  

1.  Emis ión de in formes técn icos de evo luc ión del  penado,  que inc luyan una 

va lorac ión de su  pel igrosidad cr imina l .  

2.  Insta lac ión de d ispos i t ivos de contro l  telem át ico de su  posic ión y  

movimientos ,  in formando de las incidencias que se produzcan .  

3.  Impart ic ión de programas espec íf icos de t ratamiento para agresores sexuales  

(PCAS,  Fuera  de la  Red…) o  s imi lares ,  y  seguimiento por  profes iona l  ps icólogo  

de la  general izaci ón de las enseñanzas a  la  v ida cot id iana del  educando.   

Los programas de educación  sexua l  también co mpet en a  la  Admin ist rac ión 

pen itenc iar ia  cuando se condic ionan como reg la  de conducta a  la  suspensión 

ordinar ia  de  la  pena  de pr i s ión  (art ícu lo  83. 1.  6ª  del  Código  Pena l) ,  s i  b ien no es 

correcto ap l icar los como medida LV durante e l  p lazo  de suspensión .  

Ser ía  conveniente  d isponer  de una  norma lega l  que determinara la  ident idad  de las  

Administ rac iones Públ icas competentes  c i tadas en el  ar t ícu lo  98.1 del  Código Penal .  

Es insól i to  que después de más de d iez  años los  Jueces  y  Tr ibuna les sentenciadores 

no sepan a  qué órganos administrat ivos t ienen que d ir ig ir  los requerimiento s de 

gest ión  de las medidas LV.   
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